LEGISLATURA DEL CONGRESO
DICTAMEN DE

INICIATIVA PRESENTADA POR LOS DIPUTADOS:  FERNANDO ANTONIO GUZMAN PEREZ PELAEZ, ENRIQUE IBARRA PEDROZA, CLAUDIO PALACIOS RIVERA Y ENA LUISA MARTINEZ VELASCO

CON FECHA:  2I DE JUNIO  DEL 2001

DECRETO: 19117


CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO

CIUDADANOS DIPUTADOS:

A las comisiones unidas de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, así como la de Justicia, le fue turnada  por la Asamblea la Iniciativa de decreto mediante la cual se reforman los artículos 57, 69 y 71 de la Constitución Política y diversos artículos de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, por lo que
CONSIDERANDO

I. Que en los términos del artículo 117 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, el Congreso del Estado en su carácter de Constituyente Permanente de la Entidad, tiene facultad de reformar la Constitución Política Local.

II. Que en los mismos términos, es facultad de esta Soberanía legislar en todas las ramas del orden interior del Estado, organizando las facultades y competencia de los Poderes del Estado,  de acuerdo a lo establecido en el artículo 35 fracción I, de la Constitución Política Local.

III. Que la Comisión de Estudios Legislativos Puntos Constitucionales y Reglamentos, está facultada  para conocer de los asuntos relacionados con las reformas a la Constitución Política del Estado según lo establece el artículo 32 fracción primera.

IV. Que la Comisión de Justicia, está facultada  para conocer de los asuntos relacionados, con modificaciones relativas a las Leyes relativas al Poder Judicial, de acuerdo a lo establecido en el artículo 36 fracción II.

V. Que en fecha 22 de junio del presente, los diputados Fernando Antonio Guzmán Pérez Peláez, Enrique Ibarra Pedroza, Claudio Palacios Rivera y  Ena Luisa Martínez Velasco, coordinadores de los grupos parlamentarios de los Partidos Acción Nacional, Revolucionario Institucional, de la Revolución Democrática y Verde Ecologista de México respectivamente, en el ejercicio de las facultades que les  conceden la fracción I del artículo 28 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, así como el artículo 85 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, así como el artículo 85 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, sometieron a la consideración de la Asamblea la Iniciativa de Ley que nos ocupa.
VI. Que los mencionados diputados justificaron la necesidad de la reforma que se propone mediante los razonamientos lógicos y jurídicos plasmados en la exposición de motivos, misma que por la trascendencia del asunto, se transcribe en el cuerpo del presente dictamen a continuación:

I. Que los avances democráticos en la Entidad son producto de la madurez cívica y política de los jaliscienses, quienes reconocemos en el sufragio universal el método más apropiado para la transmisión pacífica del poder público.

II. Que el marco propuesto desde la Constitución General de la República distingue entre la justicia ordinaria prevista en la fracción III del artículo 116, y la electoral, consignada en el romano IV del mismo dispositivo, advirtiendo con ello  desigualdades importantes en cuanto a la naturaleza jurídica de los actos que sancionan.

Con relación a este último dispositivo, en el inciso c) la Carta Magna prevé que:

Las constituciones y leyes de los estados en materia electoral garantizarán que:

Las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones y las jurisdiccionales que resuelvan las controversias en la materia, gocen de autonomía en sus funciones e independencia en sus decisiones.

Es bajo el imperio de estos principios como el legislador local debe proyectar las instituciones electorales del Estado.

III.  Que los órganos de administración de justicia electoral del Estado de Jalisco han cumplido satisfactoriamente los objetivos que se plantearon al momento de su creación, instituyéndose en verdaderas instancias de control de la legalidad y del marco constitucional.
IV. Que no obstante lo anterior, queda de manifiesto que la actual estructura administrativa del Tribunal Electoral del Poder Judicial es  sobremanera contraria a los principios de austeridad y eficiencia en el manejo de los recursos públicos, toda vez que por un lado se mantiene una corporación burocrática intacta sin funciones  específicas, sino dentro de los procesos electorales –cada tres años- y por el otro, la estadística sobre los asuntos atendidos reflejan una sobrada estructura administrativa para la  carga de trabajo atendida.

V. Que del actual esquema observado por el órgano jurisdiccional electoral es preciso salvaguardar ante todo su autonomía funcional e independencia en sus criterios, complementado con la aplicación práctica de eficiencia operativa acompañada de muy escrupuloso manejo de los dineros públicos..
Por ello se proponen como columna vertebral de la presente reestructuración de los órganos de administración de justicia electoral, las siguientes vertientes:

a) Procedimiento electoral uninstancial;

b) Simplificación de los medios de impugnación;

c) Reducción del Tribunal Electoral de 11 a 5 magistrados; y

d) Centralización de la función jurisdiccional en un solo y único Tribunal Electoral.

VI. Que como consecuencia de lo anterior los suscritos proponemos una reforma a los artículos 57, 69 y 71 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, para dejar en claro que las leyes de la entidad regirán el funcionamiento de los Tribunales del Poder Judicial, ya en pleno o salas, dejando abierto el camino para que, precisamente, el Tribunal Electoral del Poder Judicial desarrolle sus actividades exclusivamente integrado en Pleno; dejando atrás la estructura en Salas y Pleno, que en la práctica significó una duplicidad innecesaria para los fines de la Justicia Electoral local.

Asimismo, se fijan principios de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos rectores de la función electoral, dejando literalmente señalado que el Tribunal Electoral será el órgano jurisdiccional competente para resolver las controversias en materia electoral, el cual tiene como torales características la funcional e independencia en sus decisiones; poniendo en armonía nuestra Carta local con lo que previene el artículo 116 fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por otra parte, se conserva la periodicidad de cuatro años para el ejercicio de la magistratura en materia electoral, suprimiendo la reelección inmediata como medio de  mantener una sana dinámica en el relevo del cargo, advirtiendo que con esta medida seguramente se evitará la germinación de compromisos espurios y una mejor calidad  en la impartición de la Justicia Electoral. 

Se conserva el principio de inamovilidad de los magistrados electorales, señalando enfáticamente que durante su ejercicio sólo podrán ser privados de su empleo en los términos que establezcan esta Constitución y las leyes en materia de responsabilidad de los  servidores públicos.

La iniciativa que ponemos a la consideración del Pleno, contempla una nueva estructura del Tribunal Electoral proponiendo que para el ejercicio de sus atribuciones el Tribunal Electoral se integre por cinco magistrados, de entre los cuales será electo, por ellos mismos, el Presidente del Tribunal Electoral. Cosa contraria a lo previsto en este momento, en donde la Constitución y la ley dan actualidad a once magistrados distribuidos en, cinco para la Sala Superior y, seis en dos Salas de Primera Instancia.
Esta nueva conformación, vinculada con el procedimiento provisto de una sola instancia de impugnación, tendrá como resultado una mejor atención de los asuntos electorales  desde el momento en que el Tribunal del conocimiento contará con más tiempo para el estudio y resolución de los  asuntos a su cargo.
VII. Quienes suscribimos la presente Iniciativa de Ley apreciamos necesario conservar la institución de la Sala Permanente para la atención de los asuntos extra electorales, cuya atención no puede dilatarse, toda vez que ello entrañaría graves perjuicios al interés público.

Es por ello que se conserva la integración de la Sala mencionada, con tres de los cinco magistrados electorales

VIII.  Considerando que nuestra democracia en constante proceso de maduración requiere  de órganos que divulguen y fomenten la cultura democrática, y por otro lado, atendiendo a la necesidad de contar con una entidad que se encargue de la capacitación electoral para los Partidos Políticos  y ciudadanía en general, se propone la creación del Instituto de Investigaciones y capacitación Electoral, al frente del cual deberán estar los magistrados electorales que no integren Sala en tiempos no electorales..

IX.  Desde esta visión, consideramos que con las medidas propuestas se obtendrá una Justicia Electoral de mayor calidad y con menor cargo al presupuesto público, estando ciertos que de esta manera se esta entregando al pueblo de Jalisco un organismo jurisdiccional confiable.

X.  No pasa desapercibido el hecho de que las reformas y adiciones propuestas traen consigo la necesidad de revisar para su adecuación la Ley Electoral del Estado, la cual deberá ser reformada en diversidad de aspectos pero,  principalmente, en lo que concierne a la pila de recursos de impugnación que hoy contempla, y que deberán ser adecuados al procedimiento uninstancial que se propone en esta iniciativa”.

   VII. 
Que atendiendo a la materia de la reforma, surten competencia las comisiones que suscriben y se rige el procedimiento de reforma por los artículos 28, 29, 31, 32 y 117 de la Constitución Política, así como 32 fracción I,  36 fracción II, 85, 86, 90, 93, 95, 100 y 121 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, ambos ordenamientos del Estado de  Jalisco.
VII. Que de conformidad con la exposición de motivos, las comisiones que suscriben el presente dictamen, consideran viable y necesaria la reforma propuesta toda vez que efectivamente  atendiendo a las disposiciones contempladas por el artículo 116 fracción IV, resulta necesario garantizar  que las autoridades jurisdiccionales que resuelvan las controversias en materia electoral, gocen de autonomía en sus funciones e independencia en sus decisiones,  lo cual es contemplado en la presente reforma. No obstante lo anterior y sin menoscabo  alguno a la ordenanza Constitucional se advierte que la actual estructura del Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado  de Jalisco, es sobremanera contraria a los principios de austeridad y eficiencia en el manejo de los recursos públicos, toda vez que por un lado, se mantiene una corporación burocrática, intacta, sin funciones específicas, sino dentro de los procesos electorales cada tres años y por otro lado, la estadística sobre los asuntos atendidos reflejan una sobrada y onerosa estructura administrativa, para la resolución de la carga   de trabajo.
Las Comisiones que suscribimos este dictamen corroboramos la afirmación anterior, contenida en la iniciativa al analizar el documento del propio Tribunal Electoral titulado “Memoria Procesos Electorales Ordinario y Extraordinario 1997-1998” mismo del que se desprende entre otras, la siguiente información; en dicho período 1997-1998, el Tribunal Electoral contaba con un total de 145 funcionarios públicos, de los cuales once son Magistrados Titulares e integrantes de las Salas Superior y de Primera Instancia. Un Secretario General de Acuerdos, Tres Directores, Un Secretario Técnico, Dos Secretarios de Acuerdos, Veintisiete Secretarios Relatores integrados en las diferentes Salas, Cuatro Actuarios adscritos a la Secretaría General de Acuerdos y ocho jefes de departamento, apoyados por Ochenta y seis empleados adscritos tanto a las Salas de  Primera Instancia como a la Sala Superior y a los departamentos administrativos, con la plantilla del personal desglosado, las estadísticas integradas al mismo documento, nos reflejan que el Tribunal Electoral resolvió un total de 142 expedientes en el período señalado de 1997-1998, lo que refleja una enorme desproporción en el costo beneficio que el  Tribunal otorga a la sociedad.
No pasa desapercibida en la carga de trabajo,  con respecto a la diversa que soportan los Tribunales Superior de Justicia y el de lo Administrativo en cuyo caso los Magistrados integrantes de estos, resuelven por sí mismos una cantidad similar de asuntos en períodos por mucho menores y con un costo para la sociedad, por demás aceptable.

Además de la reestructuración en la composición del órgano jurisdiccional en materia electoral, se  propone una modernización y eficientización al procedimiento que se lleva ante esta instancia jurisdiccional, estableciendo un procedimiento uninstancial, es decir se elimina el recurso de reconsideración que se tramitaba ante la sala superior, ampliando el plazo de resolución del juicio de  inconformidad pero, llegando a la definitividad del acto en un período menor, lo que garantiza la expedites de la justicia en esta delicada materia, asegurando a la sociedad la certeza en el resultado de los procesos electorales.

Así pues siendo congruentes, con los principios de eficiencia y austeridad necesarios en todas las instancias y Poderes del Estado, se admite la necesidad de reducción del Tribunal, proponiendo la integración del pleno por cinco Magistrados, mismos que en períodos no electorales, se integrarán tres, a una sala permanente que tendrá competencia en los términos de la Ley Electoral y la propia del Poder Judicial del Estado y los dos Magistrados restantes, se encargaran de la integración y funcionamiento de Investigaciones  y Capacitación Electoral, retribuyendo a la sociedad con la aportación de los Magistrados al desarrollo y crecimiento de la democracia en nuestro Estado, mediante la investigación permanente implementada en un esquema que no resulta oneroso ni excluyente de los diferentes actores democráticos de nuestra sociedad.
En total cumplimiento de lo dispuesto por la fracción IV del artículo 116 de la Constitución Federal, se establece un período de cuatro años, en que los Magistrados Integrantes del Tribunal Electoral gozarán de plena  autonomía, independencia y libre determinación.

Se considera pertinente adecuar el artículo tercero transitorio, toda vez que es necesaria la reforma a la Legislación Estatal en Materia Electoral, previo a la expedición de un reglamento por parte del Tribunal Electoral.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado en los términos de los artículos 28, 29, 31, 32 y 117 de la Constitución Política, así como 32 fracción I, 36 fracción II, 85, 86, 90, 93, 95, 100 y 121 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, las Comisiones Conjuntas de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, así como de Justicia, sometemos a la  elevada consideración de la Asamblea, el siguiente proyecto de

DECRETO
Que reforma los artículos 57 párrafo séptimo, 69 y 71 de la Constitución Política; reforma el artículo 13 párrafo tercero y el Título Cuarto denominado “Del Tribunal Electoral del Poder Judicial” en sus artículos 74, 75, 77, 78, del 85 al 91, 98 y 99; deroga los artículos del 92 al 97 y adiciona los artículos 100 A, 100 B, 100 C, 100 D, 100 E, 100 F, 100 G, 100 H, 100 I, 100 J, 100 K, 100 L, 100 M; 100 N, 100 Ñ, y 100 O de la Ley Orgánica del Poder Judicial; ambos ordenamientos del Estado de Jalisco.
